
Hagamos un poco de historia…

DE LA "REPÚBLICA POSIBLE" DE HABITANTES A LA "REPÚBLICA VERDADERA" DE LOS CIUDADANOS

En la formación del Estado nacional, así como en el tiempo de pleno auge constitucional, conocido como el período liberal conservador de 1880 a 1916, las prácticas democráticas estaban limitadas (recordemos el voto restringido) por aquella idea que acuñara Alberdi de "república posible", según la cual lo importante era el desarrollo de los derechos civiles de los habitantes que promovería el progreso de la sociedad. Una vez logrado el progreso económico y la modernización, la sociedad sería capaz de sustentar una "verdadera" república política basada en la idea de soberanía popular, ciudadanía y sufragio universal.

Siguiendo estas ideas, los gobiernos se habían convertido en "gobiernos electores", se nucleaban en el Partido Autonomista Nacional (P.A.N.) en el que el Presidente saliente, junto a los gobernadores de las provincias, designaban el candidato a la sucesión, quien era elegido en un sistema electoral que no garantizaba la limpieza y pureza del sufragio, sino que permitía prácticas fraudulentas. Así se impedía la posibilidad de establecer un verdadero régimen de alternancia y competencia electoral y, menos aún, de soberanía popular real, ya que la decisión quedaba en manos de unos pocos: la elite social de la época.

Ante el avance de las críticas al régimen político de 1880 y de las movilizaciones cívicas y alzamientos militares promovidos por un nuevo partido político denominado Unión Cívica Radical, se dio lugar a un nuevo pacto político que consistió en establecer garantías para el ejercicio del sufragio universal y obligatorio, como fuente de legitimación indispensable para el ejercicio de la democracia.

La ley electoral de 1912, más conocida como "ley Sáenz Peña", establecía el sufragio obligatorio (para garantizar la participación ciudadana), universal masculino y secreto (para garantizar la libertad de conciencia). Además, establecía el control de los comicios por las fuerzas militares, así como la confección de padrones de acuerdo a las listas de enrolamiento militar para asegurar la limpieza electoral. Por otro lado, el sistema de lista incompleta o dos tercios, permitía el ingreso de la primera minoría en el gobierno, sin que impidiera la gobernabilidad del partido mayoritario.

La aplicación de esta ley permitió el triunfo de la U.C.R. y llevó a la presidencia a Hipólito Yrigoyen (1916–1922), luego a M. Alvear (1922–1926) y nuevamente a Yrigoyen (1928–30), quien finalmente fue derrocado por el primer golpe militar.

La experiencia de gobierno radical vendría a constituirse como "la república verdadera", ya que cumplía con los requisitos democráticos: contaba con el respaldo popular y había mejorado el problema de la representación. 
HACIA UNA MAYOR REPRESENTACIÓN: UN RECORRIDO POR LOS PARTIDOS POLÍTICOS

Otro momento muy significativo de la historia de la construcción de los derechos de ciudadanía fue la ampliación de la participación política del sector obrero a través de partidos de masas y la ampliación del sufragio a las mujeres.

Como hemos visto, a fines del siglo XIX los partidos políticos estaban constituidos por grupos de notables, élites provinciales y porteñas que actuaban en un régimen de participación restringida, limitada, sin que los políticos representaran verdaderamente las ideas de los ciudadanos. Se trataba del Partido Autonomista Nacional, un partido conservador en lo político y liberal en lo económico, cuyos intereses se correspondían con los intereses de los grupos sociales dominantes.

La ley "Sáenz Peña" de 1912 permitió la expresión de la ciudadanía que encontró en la Unión Cívica Radical un partido organizado en forma permanente con estatutos y objetivos que apuntaban sobre todo a la limpieza electoral, la honestidad y el respeto por la Constitución. Así, este partido se convirtió en el vocero de las clases medias y logró ganar elecciones que llevaron a la presidencia a Hipólito Yrigoyen en 1916, a Alvear en 1922 y nuevamente a Yrigoyen en el ‘28.

Posteriormente, otros presidentes de la UCR fueron Arturo Frondizi en 1958, Arturo Illia en 1963 y Raúl Alfonsín en 1983.

En 1896, Juan B. Justo funda el Partido Socialista, que será el primer partido que demande por los derechos de los trabajadores y por el sufragio de las mujeres. Los obreros encontraban, por ese entonces, en los sindicatos y asociaciones civiles, los ámbitos más adecuados de expresión de sus ideas e intereses.

Recién a mediados del siglo XX, encontrarán en el peronismo un partido donde depositar su confianza, ya que convocó a diferentes sectores sociales, incluyó las demandas obreras, les dio respuesta legal a través de las leyes sociales que buscaban mejorar la calidad de vida del obrero, y sobre todo, un espacio importante de participación en el gobierno. Este tipo de democracia inclusiva de los trabajadores es conocida con el nombre de "democracia de masas" y tuvo su máxima expresión durante las presidencias de Juan Domingo Perón (1946–52, 1952–1955). A partir de entonces, el peronismo estuvo 17 años proscripto y entre 1973–76 volvió a gobernar el país en medio de una gran crisis. Recién se recuperó a fines de los años 80, cuando volvió al poder con la presidencia de Carlos Saúl Menem.

Si bien la participación política abarcó a sectores cada vez más amplios, siguieron vigentes algunas formas de hacer política que no mejoraban el sistema democrático: las prácticas clientelares (donde el ciudadano es visto como "cliente", por ejemplo: prometer empleo a cambio del voto a un determinado partido, una zapatilla por un voto, etc.), el intento por controlar y someter a la oposición incluso dentro del mismo partido, y el problema de la imposibilidad de alternancia de partidos distintos en el gobierno. Todas estas prácticas generaron un clima de descontento que propició los proyectos golpistas de 1930.

En este aspecto, se puede señalar un problema constante –tanto para los gobiernos liberales conservadores, como para los gobiernos radicales, y posteriormente también los peronistas–: la dificultad para garantizar la alternancia de distintos partidos en el poder y al mismo tiempo la continuidad democrática. A pesar de semejante déficit, no se puede ignorar el avance altamente significativo que para la democracia política constituyó el ejercicio de los derechos políticos que la ley Sáenz Peña estableció, así como la inclusión de los trabajadores y las mujeres en la participación de la vida política. 
A principios del siglo XX, las mujeres no eran consideradas ciudadanas en gran parte del mundo. En Argentina, desde principios del siglo XX, las mujeres comenzaron a movilizarse para reclamar por su derecho de ciudadanía. En 1918, Alicia Moreau de Justo fundó en Buenos Aires la Unión Feminista Nacional.

Fue la provincia de San Juan, en 1927, la que primero reconoció el sufragio femenino para las elecciones municipales. Pero recién en 1947, durante la primera presidencia de Perón, las mujeres alcanzaron la ciudadanía. Por iniciativa de Eva Perón se dictó la ley 13.010, que les concedía los derechos políticos. En 1951, fueron elegidas veinticuatro diputadas y nueve senadoras.

A pesar de haber logrado este derecho, las mujeres fueron discriminadas en la política durante largo tiempo ya que en realidad ocupaban muy pocos cargos políticos.

En 1991 la Ley de Cupos estableció que el 30% de las listas de candidatos electorales debían ser ocupados por mujeres. La historia de la democracia argentina tiene una constante: mientras la demanda y efectivización de derechos ha ido en un perceptible aumento, la capacidad de crear mecanismos que los garanticen ha sido muy inestable.

Esta falta de pluralismo, de aceptación de adversario, constituye un rasgo autoritario que ha caracterizado al modo de hacer política de los partidos políticos argentinos.

Como vimos, los gobiernos democráticos en la historia argentina no siempre cumplieron con el respecto por los derechos.

Se produjo así una debilidad en el sistema político que dio lugar a una democracia que puede caracterizarse como limitada, tanto en el tiempo (ya que fue interrumpida por períodos no democráticos), como en el desarrollo de sus elementos, con formas autoritarias de hacer política que provienen de la idea de considerar al oponente político como enemigo de la patria y de la nación.

La definición del enemigo político fue cambiando en cada época:

• En los años 30, los enemigos fueron definidos en términos racistas: ya sea cuando se consideraba peligrosos a ciertos inmigrantes por su actuación política, o cuando se veían en el "sionismo internacional" una conspiración atea universal dispuesta a disolver el ser nacional (sionistas / nacionalistas).

• En el conflicto peronismo / antiperonismo, los enemigos fueron considerados en función de la clase social a la que pertenecían, cuando desde los sectores sociales más altos se repudia a lo popular, al "aluvión zoológico" o a los "cabecitas negras" como signo de la ignorancia, lo emocional y bárbaro, y como contrapartida los sectores populares se refieren a las élites liberales conservadoras como "oligarquías extranjerizantes", o "cipayos vendepatrias"

• Estos enfrentamientos se hicieron más violentos entre fines de los ‘60 y la década del ‘70, ya que al antagonismo político argentino se sumó el antagonismo ideológico entre liberalismo y comunismo que reprodujo el conflicto internacional entre los EEUU y la URSS. Derecha e izquierda son los términos que se utilizan para delimitar estos campos de enfrentamiento. Desde la derecha, el enemigo es considerado en términos de marxismo ateo, la izquierda, el comunismo, el progresismo o simplemente los "zurdos", que ponen en peligro a la propiedad, la familia y a la tradición patriótica argentina, a las que es necesario defender con cualquier método a fin de evitar la disolución del "ser nacional" por el accionar subversivo.

Desde la izquierda, el capitalismo imperialista, el fascismo autoritario, las burguesías transnacionales y la oligarquía conservadora son considerados responsables de la dependencia y la dominación que ejercen los imperialismos sobre estos países que lucha por su liberación. "Patria o muerte", "liberación o dependencia" son las consignas de guerra que movilizan a una sociedad que tiende a la militarización de los conflictos. 
LA RESTRICCIÓN DE DERECHOS EN LOS GOBIERNOS MILITARES

Esta consideración de "los otros como enemigos", acrecentó nuestra tradición autoritaria a través de los golpes militares, que fueron debilitando las formas democráticas y el ejercicio de los derechos.

El primero de los golpes fue en 1930, llevado a cabo por un grupo de militares con el apoyo de algunos partidos políticos opositores al gobierno de Yrigoyen: lo derrocaron y suspendieron la vigencia del orden constitucional, estableciendo el primer gobierno "de facto". Así, las Fuerzas Armadas rompían con el principio constitucional de subordinación del poder militar al poder civil. Esta situación fue legalizada por la Corte Suprema de Justicia, que aceptó la disolución del Congreso y la absorción del poder ejecutivo y legislativo en manos del gobierno militar.

El gobierno militar se atribuyó el uso exclusivo de la fuerza y la ley, limitó el ejercicio de derechos políticos, persiguió y encarceló a la oposición, aplicando la tortura para detenidos políticos y estableciendo la pena de muerte, que no estaba reconocida por las leyes argentinas. El segundo golpe militar en 1943 tomó ciertas medidas, como la instauración del estado de sitio, la suspensión de las garantías constitucionales, la disolución de los partidos políticos, la intervención de las universidades, la censura de la prensa, continuado la línea autoritaria y anticomunista que caracterizara a los gobiernos militares.

En 1955, la Revolución Cívico Militar que derrocó a Juan Domingo Perón impuso la proscripción del peronismo. Fusiló a civiles y militares que intentaron levantarse contra el gobierno de Aramburu, limitó las libertades individuales y se atribuyó poderes constituyentes que fueron avalados por algunos sectores de la sociedad.

El gobierno militar de 1966 estableció un sistema autocrático, liderado por el general Onganía, quien pretendió eliminar la política y sustituirla por la administración. La ciudadanía no podía participar ni expresarse y se condujo por caminos violentos: estallidos sociales (como el Cordobazo) y acciones juveniles guerrilleras. 
MÁS CERCANO EN EL TIEMPO: EL ÚLTIMO GOBIERNO MILITAR 

La convivencia pacífica parecía imposible, a pesar de los últimos intentos del tercer gobierno peronista. Su deposición, el 24 de marzo de 1976, inauguró una dictadura terrorista sin comparación en nuestra historia: fue el golpe militar más abundante en daños. Si bien la lucha contra la guerrilla se había iniciado ya bajo el gobierno de María Estela Martínez de Perón, durante la dictadura se agudizó y se extendió luego a todo el país. 
DERECHOS Y EL "PROCESO DE REORGANIZACIÓN NACIONAL"

La instauración del autodenominado Proceso de Reorganización Nacional (1976) tenía como objetivo modificar profundamente todas las relaciones sociales y las formas de hacer política, demoliendo mucho más que el orden institucional, atacando sobretodo al peronismo y llevando a cabo una represión sin cuartel, tanto a los guerrilleros como a quienes consideraran "sospechosos".

Así, el objetivo no se redujo a terminar con la subversión, sino a transformar drásticamente la estructura económica, social y política. La organización política tuvo a la Junta de Comandantes como órgano supremo que designaba un Presidente, una Comisión de Asesoramiento Legislativo (constituida por militares) y un Poder Judicial que respondía a las órdenes del poder militar, sin que funcionara siquiera el derecho de Habeas Corpus.

En el trasfondo de esta terrible ilegalidad, se encontraba la "Doctrina de la Seguridad Nacional", que por influencia norteamericana y francesa, había modificado el rol de las Fuerzas Armadas transformándolas en guardianas de las fronteras ideológicas: aquellas que excluían a los que consideraban "subversivos" o con posibilidades de serlo. De esta manera, los "enemigos de la sociedad" eran ahora los comunistas, los terroristas o los subversivos.

La represión se extendió a todos los ámbitos de la cultura y de la vida cotidiana de los ciudadanos: abarcaba desde las formas de vestir (estaba prohibido el uso de la minifalda, la barba y el pelo largo), hasta la utilización de un vocabulario que consideraban peligroso (proletariado, capitalismo, cambio de estructuras, América Latina, dominación, liberación) y la enseñanza de las matemáticas modernas, que sometían todo a "cambio y revisión". Se censuró duramente la producción artística y literaria a través de listas negras que prohibían determinados autores, obras y películas, condenando al exilio a los intelectuales y artistas disidentes que no sólo no podían encontrar trabajo, sino que temían por sus vidas.

La quema y desaparición de libros fue muy significativa del intento de borrar una cultura, un bagaje intelectual que las generaciones de argentinos habían podido acumular, incluyendo obras de literatura, historia, psicoanálisis, política, autores como Cortázar, García Márquez o Neruda e incluso libros como El Principito o la Biblia Latinoamericana. Así el general Luciano Benjamín Menéndez afirmaba: "De la misma manera que destruimos con fuego la documentación perniciosa que afecta al intelecto y a nuestra manera de ser cristiana, serán destruidos los enemigos del alma argentina". Bibliotecas enteras fueron abandonadas o destruidas por el terror de los argentinos a ser allanados y considerados sospechosos de subversión. Así, gran parte de la historia argentina del siglo XX ha estado sujeta a la violación de derechos fundamentales: asesinatos, privaciones de libertad, coacción de afiliación política para poder ejercer el trabajo, persecuciones ideológicas, persecuciones particulares a los medios de prensa, fraudes electorales, proscripciones, etc. 
SIN DERECHOS NI GARANTÍAS CONSTITUCIONALES

El gobierno militar suprimió los derechos civiles y las libertades públicas, anuló las garantías constitucionales y creó nuevos instrumentos jurídicos. Un hecho que tuvo graves consecuencias fue la suspensión de la vigencia de la última parte del artículo 23 de la Constitución Nacional. Este artículo establece en qué condiciones el gobierno puede declarar el estado de sitio, una medida excepcional autorizada en casos de conmoción interior o de ataque exterior que incluye la suspensión de las garantías constitucionales durante su vigencia. Sin embargo, en su última parte, el artículo 23 ordena expresamente:

"Pero durante esta suspensión no podrá el presidente de la República condenar por sí ni aplicar penas. Su poder se limitará en tal caso, respecto de las personas, a arrestarlas o trasladarlas de un punto a otro de la Nación, si ellas no prefiriesen salir fuera del territorio argentino."

La suspensión de esta garantía individual se vio agravada porque el Poder Ejecutivo, en virtud de las facultades que dictamina el estado de sitio, decidió poner a su disposición una numerosa cantidad de detenidos. Esto significó la imposición de severas condenas sin formulación de cargos ni juicio previo, violando sistemáticamente el derecho a justa defensa.

El gobierno militar suspendió las actividades de los partidos políticos y de los sindicatos. Disolvió la CGT y la CGE e intervino sindicatos y federaciones obreras. También suspendió los derechos y las garantías constitucionales de los trabajadores, como el derecho de huelga (acción para la que estableció una pena de hasta 10 años de prisión). La desarticulación de las organizaciones obreras –en particular de aquellas cuyos dirigentes tenían posiciones más combativas– fue considerada un requisito necesario para la aplicación de un plan económico inspirado en los principios del libre mercado. El gobierno militar también estableció un duro control sobre los medios de comunicación y la vigilancia de todas las manifestaciones artísticas. La acción coactiva del Estado terrorista silenció cualquier tipo de opinión o información considerada como peligrosa por el gobierno.
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